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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica


                                                                             San José, 29 de marzo 2016

Oficio DJ-AJ-720-2016

Licenciada

Silvia Navarro Romanini, Secretaria General

Corte Suprema de Justicia

S.D.

Estimada señora: 

En atención al oficio Nº 1024-16 del 29 de enero de 2016, remitido por la licenciada July Brenes Corella, Prosecretaría General Interina de la Corte Suprema de Justicia, donde se acordó trasladar a esta Dirección Jurídica, la solicitud que hace la licenciada Yisenia Núñez Méndez, servidora de la Subdelegación del Organismo de Investigación Judicial de Turrialba, a fin de que analice la procedencia de su gestión; se remite el siguiente informe.

I.- De la gestión

Por oficio Nº 1024-16 del 29 de enero de 2016, remitido por la licenciada July Brenes Corella, Prosecretaria General Interina de la Corte Suprema de Justicia transcriben el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 3-16 celebrada el 12 de enero del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO LXXIII

DOCUMENTO Nº 63-16.

Mediante nota del 4 de enero de 2016, la licenciada Yisenia Núñez Méndez, servidora de la Subdelegación del Organismo de Investigación Judicial de Turrialba, solicita:

“Me dirijo a ustedes con el respecto que su autoridad me merece con el fin de someter a consideración una solicitud que a todas luces me parece que es un derecho de mi persona.

Como es ampliamente conocido por los miembros de ese Consejo durante más de dos años he sido sometida a un proceso disciplinario (13-001076-00341-IJ) que aún no ha concluido. Al inicio de la instrucción del mismo exactamente el 18 de setiembre de 2013 fui trasladada a la Administración Regional de Cartago y hasta el 30 de noviembre de 2015 me mantuve laborando en esa oficina.

Mi puesto en propiedad y las condiciones con las que fui nombrada fueron en la Administración Regional de Turrialba, por lo cual mis condiciones cambiaron de manera abrupta, no han sido tomadas en cuenta mis condiciones de salud, económicas etc. En el caso de mi condición económica la misma fue menoscabada de una manera significativa, pues de vivir y trabajar en Turrialba, pasé a trasladarme todos los días hasta la ciudad de Cartago.

Los gastos en mi bolsillo representan rubros desde los pasajes, desayuno y almuerzo, pues me trasladaba hacia Cartago en el autobús de las 6:00 horas y regresaba a mi hogar a las 17:30 horas.

Por lo que solicito interponer sus buenos oficios con el fin de que  me sean pagados los rubros indicados

·  Pasaje diario  de ida, autobús directo, promedio del pasaje                                                                                             ¢1.415.00

· Monto diario  del desayuno ¢ 3.200.00

· Monto diario del almuerzo ¢5.150.00

· Pasaje diario de regreso, promedio del pasaje  ¢ 850.00

Les solicito su análisis y amplia compresión de mi caso, esperando una respuesta positiva…””

II.- Normativa aplicable

Ley Orgánica del Poder Judicial, n° 7333.
“Artículo 81°.- Corresponde al Consejo Superior del Poder Judicial:

[…]

6) Trasladar, provisional o definitivamente, suspender, conceder licencias con goce de sueldo o sin él, remover y rehabilitar, con arreglo a las disposiciones correspondientes, a todos los servidores judiciales, sin perjuicio de las potestades atribuidas al Presidente  de la Corte.”

Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para Funcionarios Públicos  (Sesión de la Contraloría General de la República Nº 4-DI-AA-2001 del 10 de mayo del 2001, Publicado en La Gaceta Nº 97 de 22 de mayo de 2001).

“Artículo 1º.-  Ámbito  de  aplicación.  El  presente  Reglamento  establece  las  disposiciones generales a que deberán someterse las erogaciones que, por concepto de gastos de viaje y de transporte, deban realizar los funcionarios o empleados del Estado y de las instituciones y empresas públicas o estatales, en adelante entes públicos, cualquiera que sea la naturaleza jurídica  de  éstas,  según  lo  disponen  la  Ley  No.  3462  del  26  de  noviembre  de  1964  y  el artículo  7  del  Decreto  Ejecutivo  No.  7927-H  del  12  de  enero  de  1978,  cuando,  en cumplimiento de sus funciones, deban desplazarse dentro o fuera del territorio nacional.”

“Artículo 2º.-   Concepto. Por viático debe entenderse aquella suma destinada a la atención de  gastos  de  hospedaje,  alimentación  y otros  gastos  menores,  que  los  entes  públicos reconocen a sus servidores cuando éstos deban desplazarse en forma transitoria de su centro de trabajo con el fin de cumplir con las obligaciones de su cargo.”

III.- Antecedentes administrativos de interés:

Sobre el caso en particular, el Consejo Superior se ha referido a este asunto, en las diferentes sesiones de la siguiente manera:

“En sesión Nº 90-13 celebrada el 19 de setiembre del 2013, artículo LXXVI, se tomó nota de que el Tribunal de la Inspección Judicial suspendió con goce de salario por el término de 15 días a la licenciada Yisenia Núñez Méndez, Administradora de los Tribunales de Turrialba.

Además, se indicó que se mantenía la suspensión con goce de salario en su cargo de Administradora de los Tribunales de Turrialba, hasta tanto se resolviera en definitiva la causa que se tramita bajo el expediente Nº 13-001076-031-IJ o el Tribunal de la Inspección informara que debía levantarse la suspensión. Y que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 67 y 81 inciso 6° de la Ley Orgánica del Poder Judicial y durante el periodo de suspensión en su cargo, doña Yisenia laboraría en la Administración Regional de Cartago.

Luego, en sesión Nº 87-14, artículo LXXVI, previamente a resolver lo que correspondiera, se dispuso solicitar a la Unidad de Ambiente Laboral de la Dirección de Gestión Humana, que realizara una visita al Circuito Judicial de Turrialba en la que recopilara la información necesaria para determinar el ambiente laboral con motivo de un eventual regreso de la licenciada Yisenia Núñez Méndez, al cargo de Administradora Regional de esa localidad.

Seguidamente, en sesión Nº 2-15, del 8 de enero de 2015, se tuvo por  rendido el informe Nº ALAB-114-2014 de la Dirección de Gestión Humana y con base en los hallazgos y las conclusiones contenidas se dispuso  mantener el traslado de la licenciada Yisenia Núñez Méndez, en la Administración de Cartago. Asimismo se comunicó a la Dirección Ejecutiva y a la licenciada Núñez Méndez  que este asunto se volvería a analizar una vez que se resolviera en definitiva la causa disciplinaria Nº 13-001076-031-IJ.

Posteriormente, en sesión Nº 59-15 del 25 de junio de 2015, artículo XX, de conformidad con lo que establecen los artículos 210 y 213 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se anuló el acto final dictado por el Tribunal de la Inspección Judicial dentro del expediente número 13-001076-0031-IJ, y se ordenó el reenvío a ese Tribunal para que formulara un nuevo pronunciamiento observando las recomendaciones emitidas por este Consejo.

Con relación a lo anterior, en sesión Nº 69-15 del 30 de julio de 2015, artículo IV, se declaró sin lugar el recuso de reconsideración interpuesto por la licenciada María Felicia Zoch Badilla, Defensora Pública de la señora Yisenia Núñez Méndez, por improcedente y se mantuvo lo resuelto en sesión N° 59-15 del 25 de junio de 2015, artículo XX, conforme lo establece el artículo 83 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; donde se consigna que contra lo resuelto por el Consejo Superior, únicamente cabrá el recurso de reconsideración cuando se agote la vía administrativa, situación que no se da en el caso concreto. Asimismo en el presente procedimiento este Consejo actuó dentro de su potestad administrativa disciplinaria y conforme al numeral 210 ibídem.

Asimismo, en sesión Nº 101-15 del 17 de noviembre de 2015, artículo LXXVI, se denegó la solicitud de la señora Yisenia Núñez Méndez, para que se le reinstale nuevamente en su puesto como Administradora de los Tribunales de Justicia de Turrialba, y  por tratarse de un asunto de conveniencia institucional, a la luz de lo que establece el artículo 81, inciso 6° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se trasladó a doña Yisenia y plaza a la Subdelegación del Organismo de Investigación Judicial de Turrialba;  y conforme al artículo 44 de la citada Ley Orgánica, se le concedió permiso con goce de salario y sustitución, a partir del 1 de diciembre de 2015, en el entendido de que se le mantendrían las condiciones y derechos laborales, además que debería ajustarse al modelo de trabajo con que cuenta esa Subdelegación, asimismo de llegar a acogerse a la jubilación esa plaza desaparecería. En razón de lo anterior, el licenciado Luis Solís Jiménez se mantendría en la Administración Regional de Turrialba.

Finalmente, en sesión N° 105-15, artículo XXXIX, se conoció oficio Nº 4804-IJ-15 del 11 de noviembre de 2015, mediante el cual se remitió la resolución final dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial, en el expediente Nº 13-001076-0031-IJ. En esa oportunidad se dispuso, dado que del estudio del expediente se determinó que las personas denunciantes presentaron sus agravios en contra de la resolución Nº 1518-2015 dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial, que declaró sin lugar la denuncia por acoso sexual seguida contra la servidora Judicial Yisenia Núñez Méndez, se debía  entrar a conocer por parte de este Consejo sus alegatos. Por lo anterior, se dispuso resolverlo en una sesión posterior”.

IV.- Criterio Legal

El tema de los viáticos fue analizado por la Dirección Jurídica mediante el informe Nº DJ-AJ-09-2016 del 05 de enero de 2016; al respecto se expuso lo siguiente:

“La regulación de los gastos de transporte y viáticos de las personas funcionarias públicas deriva de la Ley Reguladora de  Gastos de Viaje y Transporte de Funcionarios del Estado, N. 3462 de 26 de noviembre de 1964. En esta norma se dispuso que dichos gastos se regularían por una tarifa y reglamento que elaboraría la Contraloría General de la República.

El Reglamento de Gastos de Viaje y Transporte para Funcionarios Públicos, emitido por la Contraloría General de la República, establece las disposiciones generales a las que deberán someterse las erogaciones que por concepto de gastos de viaje y de transporte, deban realizar las personas servidoras del Estado y de las instituciones y empresas públicas o estatales, sumas que funcionan como asignaciones máximas (artículos 1, 6 y 15).

En general, debe tenerse presente que por viático se entiende aquella suma destinada a la atención de gastos concretos de hospedaje, alimentación y otros gastos menores, que los empleadores reconocen a sus servidores y servidoras cuando éstos deban desplazarse en forma transitoria de su centro de trabajo con el fin de cumplir con las obligaciones de su cargo, y como tal, devienen en un derecho de la persona  trabajadora. 


En el caso en particular, el artículo 2 del citado Reglamento, entiende por concepto de viático, lo siguiente: “(...) aquella suma destinada a la atención de gastos concretos de hospedaje, alimentación y otros gastos menores, que los entes públicos reconocen a sus servidores cuando éstos deban desplazarse en forma transitoria de su centro de trabajo con el fin de cumplir con las obligaciones del cargo.”  (Las negritas y el subrayado no son del original).

Se colige entonces, que para la procedencia del pago de viáticos, deben cumplirse una serie de requisitos, convirtiéndose estos en esenciales, para determinar cuando la administración está en la obligación de reconocerlos, siendo –para el tema de estudio- el más importante de ellos, el desplazamiento transitorio del centro de trabajo.

Siempre con esta misma idea, es importante resaltar que del concepto planteado en el artículo 2 del citado cuerpo reglamentario, la frase “(…) cuando éstos deban desplazarse en forma transitoria de su centro de trabajo (…)” se debe destacar la condición “transitoria” que se convierte en indispensable para analizar el caso en concreto, entendiéndose como el desplazamiento de la persona funcionaria o empleada por un período determinado de su centro de trabajo a otro punto geográfico, para la realización de una actividad a fin de cumplir con las obligaciones de su cargo, dicho de otra manera, la ejecución de su actividad laboral es temporal y la realiza en un lugar que no es su centro de trabajo.

Otro aspecto objeto de estudio es la condición “centro de trabajo”, del cual se puede deducir que es el recinto donde la persona funcionaria o empleada llega cotidianamente a realizar su rutina de trabajo, siendo permanente y habitual.

Aplicando lo anterior al caso en particular se puede desprender que como consecuencia de una causa disciplinaria, el Consejo Superior  en las respectivas sesiones, acordó trasladar a la licenciada Yisenia Núñez Méndez, de los Tribunales de Turrialba a la Administración de Cartago,  convirtiéndose esta última en su nuevo centro de trabajo.

Si bien, este traslado reviste matices de transitoriedad (una de las consideraciones para el pago de viáticos), por estar sujeto a una resolución final por parte del Tribunal de la Inspección Judicial, para determinar el futuro de la licenciada Yisenia; sin embargo, no se debe confundir con el desplazamiento transitorio de su centro de trabajo que se requiere para la aprobación del pago de dichos viáticos, puesto que de acuerdo a lo dispuesto por el Consejo Superior (en virtud de sus potestades legales), el nuevo centro de trabajo de la gestionante, se encuentra en Cartago y en consecuencia no resulta procedente el pago de viáticos, ya que no existe el desplazamiento requerido por las normas en cuestión.

V.- Conclusiones

De acuerdo con todo lo antes desarrollado, se concluye lo siguiente:

1.-  El artículo 2 del Reglamento de Gastos de Viaje y Transporte para Funcionarios Públicos, define el concepto  “viáticos”, dejando claro los supuestos en los que la Institución reconoce el pago, dando relevancia a criterios puntuales como el desplazamiento de forma transitoria de su centro de trabajo, con el fin de cumplir con las obligaciones de su cargo.

2.- Para que exista derecho a cobrar viáticos, la normativa requiere que el desplazamiento sea transitorio de su centro de trabajo, el cual se definió como aquel recinto donde la persona servidora llega cotidianamente a realizar su rutina de trabajo, siendo permanente y habitual.

3.- Cuando la señora Yisenia Núñez fue trasladada a Cartago, con motivo del proceso disciplinario que se sigue contra ella, la oficina a la cual se le trasladó fue a la Administración Regional de Cartago, con lo cual dicha oficina se convirtió en su centro de trabajo puesto que allí realizaba toda su rutina de trabajo en forma permanente y habitual. 

4.- Debe diferenciarse el traslado de la gestionante, con el desplazamiento transitorio del centro de trabajo que se requiere para la aprobación del pago de dichos viáticos, puesto que de acuerdo a lo dispuesto por el Consejo Superior (en virtud de sus potestades legales), la servidora judicial cuenta con un nuevo centro de labores y no desempeña sus funciones fuera de este, por lo que por las razones antes señaladas, la Dirección Jurídica considera que no resulta procedente la solicitud de la señora Yisenia Núñez Méndez.  En consecuencia, se recomienda rechazar la gestión.
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